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Abstract:  Transitional justice from below in Guatemala: Experience of the Association for 
Justice and Reconciliation 

Although criminal accountability is a central component of transitional justice (TJ), the way 
it converges or clashes with the practices and expectations of those affected by extreme vio-
lence is not always clear. What collective processes lead communities to embrace and pursue 
legal cases? What challenges does the involvement of historically violated and marginalized 
populations entail? In this article, we analyse the experience of an organization of survivors 
of the Guatemalan armed conflict that has been key to filing lawsuits for genocide. Based on 
the perspectives of its members, we highlight the importance of local and international inter-
mediaries for the formation and persistence of the group, and we explore the challenges to its 
continuity. Our findings suggest the need to delve deeper into the contradictions between TJ 
and the diversity of indigenous conceptions of justice, economic constraints and gender ine-
qualities that limit the mobilisation of male and female survivors. Keywords: Transitional jus-
tice, judicialisation, mobilisation, human rights, Guatemala. 

Resumen 
Aunque la responsabilización penal es un componente central de la justicia transicional (JT), 
no siempre es nítido el modo en que converge o choca con las prácticas y expectativas de las 
víctimas de atrocidades masivas. ¿Qué procesos colectivos explican la adopción y sosteni-
miento de causas legales en contextos comunitarios? ¿Qué desafíos conlleva el involucra-
miento de poblaciones históricamente violentadas y marginalizadas? En este artículo analiza-
mos la experiencia de una organización de sobrevivientes del conflicto armado guatemalteco 
que fue clave para posicionar demandas judiciales por genocidio. Con base en las perspectivas 
de sus integrantes destacamos la centralidad de los intermediarios locales e internacionales 
para la conformación y persistencia del grupo, y exploramos los retos para su continuidad. 
Nuestros hallazgos sugieren la necesidad de profundizar las contradicciones entre la JT y la 
diversidad de concepciones de justicia indígenas, así como las constricciones económicas y 
desigualdades de género que limitan la movilización de hombres y mujeres sobrevivientes. 
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Introducción 

En las últimas décadas la justicia transicional (JT) se ha convertido en un para-
digma del Estado de derecho a nivel global (Teitel, 2005) cuya puesta en práctica 
muestra una combinación de procesos locales, regionales, nacionales y transna-
cionales materializados en contextos particulares (Hinton, 2010). Pero la proli-
feración de iniciativas de responsabilización no implica que su significado sea 
claro teórica y operativamente a nivel local (Teitel, 2010), y no siempre es nítido 
el modo en que funcionan, convergen o chocan con las prácticas y expectativas 
de las personas para quienes han sido pensados. Un grupo de estudios críticos de 
la JT ha subrayado la importancia de tener en cuenta las prioridades, conoci-
mientos y participación locales en la implementación de mecanismos transicio-
nales (Waldorf, 2006; Arriaza & Roth Arriaza, 2008; Lundy & McGovern, 2008; 
Hinton, 2010; Viaene & Izquierdo, 2018; Saffon & Tacha, 2019), al igual que la 
necesidad de abordar las agendas y perspectivas de los grupos subalternos (McE-
voy & McGregor, 2008). Sin embargo, los procesos colectivos que permiten la 
adopción y sostenimiento de causas legales por parte de poblaciones histórica-
mente violentadas y desaventajadas continúan siendo insuficientemente investi-
gadas. 
 En este artículo buscamos entender las trayectorias organizativas detrás de 
las causas de la JT y las tensiones de su puesta en práctica para un grupo de 
sobrevivientes indígenas de la política de tierra arrasada ejecutada por el ejército 
durante el Conflicto Armado Interno (CAI) guatemalteco. Dicho grupo, deno-
minado Asociación para la Justicia y Reconciliación (en adelante AJR), ha sido 
clave para posicionar demandas judiciales paradigmáticas mediante la participa-
ción como testigos, la búsqueda de evidencia, el desplazamiento desde lugares 
alejados hacia audiencias, la realización de reuniones asamblearias periódicas y 
la coordinación con organizaciones nacionales e internacionales.  
 Con una historia de más de 20 años, la AJR alcanzó notoriedad como orga-
nización querellante en el juicio por genocidio de la etnia maya ixil en 2013, 
cuyo principal acusado – el expresidente de facto Efraín Ríos Mont – fue encon-
trado responsable.1 El caso ha motivado una gama de investigaciones sobre las 
condiciones que hicieron posible llegar a un juicio de tal envergadura: los es-
fuerzos de abogados, activistas, mujeres y sobrevivientes, las décadas que tomó 
crear el andamiaje institucional para tramitarlo y la importancia del apoyo inter-
nacional (Benítez Jiménez, 2015; Brett, 2016; Burt, 2016; Oglesby & Nelson, 
2016). Los estudios han señalado la relevancia del caso para el reconocimiento 
de la violencia sexual contra las mujeres durante el conflicto armado (Crosby, 
Lykes & Caxaj, 2016), y el modo en que revivió el debate público sobre la ver-
dad y la memoria relacionadas con la historia reciente (Brett, 2016; Oglesby & 
Nelson, 2016). 
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 Aun así, es poco lo que sabemos sobre los retos para la adopción y sosteni-
miento de causas legales en contextos comunitarios. En Guatemala, Vanthuyne 
y Falla (2016), examinaron los esfuerzos de una organización no gubernamental 
(ONG) para involucrar a un grupo de sobrevivientes en el caso por genocidio, y 
a las expectativas y frustraciones que pueden provocar los proyectos de JT en 
comunidades indígenas. En Perú se han realizado estudios sobre JT en contextos 
comunitarios, tales como el de Rojas-Pérez (2017) que analiza el compromiso 
de mujeres quechuas en la búsqueda de reconocimiento de sus familiares desa-
parecidos; el de Thiedon (2013) que aborda una variedad de prácticas locales de 
arrepentimiento, castigo y reconciliación y el de Bueno-Hansen (2010) sobre las 
iniciativas de ONG de derechos humanos para judicializar casos de violencia 
sexual, donde resalta la necesidad de tejer relaciones interculturales sensibles a 
la subjetividad de las víctimas. 
 En una línea similar, alentamos la necesidad de comprender lo que representa 
la JT en la vida de las personas, identificando procesos organizativos, motiva-
ciones, ideas de justicia y los retos para impulsar procesos de justicia penal en 
un contexto políticamente regresivo. A través del análisis del caso de la AJR 
argumentamos que la movilización de poblaciones indígenas enfrenta profundos 
desafíos ligados a la estrechez de canales institucionales para procesar la violen-
cia, a las contradicciones entre la justicia penal transicional y las normativas de 
justicia indígenas, así como a determinadas constricciones económicas y socio-
culturales. Por ello, la intervención de organismos intermediarios no guberna-
mentales ha sido central para el sostenimiento de sus causas. 
 Nuestro material empírico se compone de fuentes documentales y entrevistas 
semiestructuradas realizadas en diferentes temporalidades a miembros de la AJR 
y activistas de derechos humanos. Las primeras tuvieron lugar poco después del 
juicio por genocidio en 2013 y se enfocaron en la movilización detrás del pro-
ceso legal, las motivaciones, oportunidades de participación y amenazas enfren-
tadas. Otras entrevistas en años posteriores (2014, 2016, 2017 y 2023) nos per-
mitieron rastrear las percepciones sobre los cambios políticos y las (dis)conti-
nuidades organizativas. También sostuvimos conversaciones informales orien-
tadas a calibrar los estados anímicos y expectativas sobre los procesos judiciales 
en marcha. Complementamos esta evidencia con la revisión de artículos de 
prensa, la asistencia a una asamblea y algunas audiencias y eventos públicos. 
Para proteger la identidad de sobrevivientes que expresaron temor en un marco 
de crecientes hostilidades hacia el activismo de derechos humanos, sus nombres 
fueron cambiados, e incluimos los nombres reales de quienes tienen un perfil 
público y cuyas entrevistas fueron citadas previamente. 
 En la primera sección el artículo describe la perspectiva analítica a partir de 
la cual documentamos la experiencia de la organización. La segunda y tercera 
documentan el contexto de fundación de la AJR y el papel de la intermediación 
de una ONG local y de la cooperación internacional. La cuarta sección explora 
algunos retos para el desenvolvimiento de la actividad organizativa y el cumpli-
miento de sus causas. 
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Pensar la justicia transicional desde lo local y desde abajo  

Por definición la JT se refiere a los modos en que las sociedades procesan el 
pasado violento en periodos de cambio político (Teitel, 2003; De Greiff, 2012) 
e incluso en contextos de conflicto vigente, a través de mecanismos centrados 
en la promoción de la verdad, la memoria, la justicia penal, formas de reparación 
para las víctimas y garantías de no repetición. En paralelo a la expansión del 
campo y su proceso de institucionalización (De Greiff, 2012), la JT se ha visto 
cuestionada por su falta de atención a la erradicación de desigualdades y violen-
cias estructurales, por sus pretensiones universalistas, y por la predominancia de 
supuestos teleológicos, legalistas y visiones de arriba-abajo (McEvoy & McGre-
gor, 2008; Hinton, 2010; Shaw, Waldorf & Hazan, 2010; Robledo Silvestre, Gu-
glielmucci & Vera Lugo, 2022).  
 Estos cuestionamientos enfatizan el problema de asociar linealmente la JT 
con bienes liberales normativos – Estado de derecho, paz, democracia, progreso, 
cultura legal – a la hora de examinar su implementación (Hinton, 2010). Como 
indican algunos autores que subrayan perspectivas locales (Duthie, 2010), la JT 
debería al menos preguntarse si las asunciones universalistas sobre sus benefi-
cios concuerdan con las expectativas y creencias de los actores de base y consi-
derar las complejidades que se derivan de la intersección entre los mecanismos 
globales/transnacionales y las realidades locales – fricciones, consecuencias pro-
blemáticas, los modos en que la justicia son experimentados, percibidos y con-
ceptualizados – (Hinton, 2010, p. 1). 
 La perspectiva desde abajo de la JT demanda reconocer la experiencia de las 
personas, comunidades y organizaciones afectadas por el conflicto violento, y 
aproximarse a los sitios que se encuentran fuera de las instituciones formales, 
como las visiones y prácticas de grupos marginalizados sobre violencia, paz, 
justicia, reparación, perdón y reconciliación (McEvoy & McGregor, 2008). A 
diferencia de los enfoques analíticos desde arriba, asociados a modelos que sub-
rayan el papel jugado por el Estado y el balance de poder entre líderes políticos 
(O’Donnell & Schmitter, 1986), o que resaltan el papel de las intervenciones 
internacionales, la perspectiva desde abajo es conveniente para comprender pro-
cesos de JT donde las instituciones oficiales de justicia son ineficientes y donde 
los actores no estatales adquieren un rol protagónico. También permite dar es-
pacio analítico a las formas en que los actores locales se apropian de las normas 
y marcos internacionales de derechos humanos (Rodríguez-Garavito, 2021) e 
impulsan procesos de cambio en convergencia con creencias y conceptualiza-
ciones locales de la política y la justicia. 
 Al centrarnos en el involucramiento de la AJR en procesos judiciales es ne-
cesario notar que la presentación de denuncias públicas y su promoción como 
causas colectivas no es automática, sino que requiere de un trabajo de unifica-
ción de objetivos y repertorios comunes que permite generar cohesión entre ac-
tores de distintas comunidades. Además, la reconfiguración de la identidad de 
las víctimas como reclamantes de derechos, la producción de narrativas comunes 
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de su experiencia, la adquisición paulatina de competencias, así como la trans-
formación de los afectados en representantes de otros en el espacio público son 
aspectos centrales de las dinámicas de la justicia que a menudo los estudios de 
la JT pasan por alto. 
 Si bien la mirada desde abajo implica examinar modos de organización, prác-
ticas y concepciones de derechos y justicia, que en este caso enfocamos en una 
organización, no es posible desestimar el estudio de las dimensiones macro liga-
das a la estatalidad y a lo transnacional. De hecho, los reclamos de justicia se 
enmarcan y refuerzan por ideales de derechos humanos, instituciones interna-
cionales, redes transnacionales, cooperación entre organizaciones, difusión de 
normas jurídicas y socialización de estrategias de persecución penal que circulan 
globalmente (Rodríguez-Garavito, 2011; Santamaría & Vecchioli, 2008). Sin 
perder de vista que los procesos de JT implican una compleja red de interaccio-
nes en diferentes niveles, asumimos una perspectiva que realza la experiencia de 
un grupo de base de la sociedad civil. 

Movilización de la AJR y sentido transformador de la justicia 

De acuerdo con la Comisión para el Esclarecimiento Histórico (CEH) entre 1960 
y 1996 Guatemala vivió un conflicto armado entre el Estado y grupos guerrille-
ros que dejó un saldo de más de 200 mil víctimas entre muertos y desaparecidos2 
y 626 masacres (la mayoría contra poblados mayas desarmados). Comúnmente 
se cometieron otros delitos como pillaje, tortura, violaciones sexuales, desapari-
ciones y destrucción de cultivos, viviendas y espacios comunitarios. Según el 
mismo ente, en el área ixil y otras tres regiones (maya-kanjobal, maya k’iche’, 
maya achi) el Estado cometió actos de genocidio (CEH, 1999, Conclusiones y 
recomendaciones; CEH, 1999: tomo III).  
 Pese a la perpetración de violaciones masivas durante la guerra, la posibilidad 
de que las víctimas establecieran demandas penales permaneció bloqueada por 
el control del sistema de justicia por parte de los militares contrainsurgentes 
(CEH 1999, Cap. II, Tomo III: 113-153, Heasley, 2001) y la prevalencia del 
miedo y aislamiento de las familias y comunidades afectadas (CEH, 2009). Ya 
en la segunda mitad de la década de 1980 se formaron grupos o comités de fa-
miliares de víctimas enfocados a la búsqueda de personas desaparecidas y des-
pués de la firma de los Acuerdos de Paz en 1996, algunas poblaciones indígenas 
que fueron asumiendo paulatinamente el discurso de los derechos humanos ini-
ciaron demandas judiciales ante las cortes internacionales en relación con las 
matanzas ejecutadas.3  
 La primera demanda ante el sistema judicial doméstico por el delito de geno-
cidio fue interpuesta por la AJR en el año 2000 contra el expresidente Romeo 
Lucas García y su alto mando militar, y en 2001 presentó otra en contra de los 
generales Efraín Ríos Montt, Óscar Humberto Mejía Víctores – ambos ex presi-
dentes de facto – y Héctor Mario López Fuentes, ex jefe de las Fuerzas Armadas 
(Amnistía Internacional, 2002, p. 85). Tras más de una década de establecidas 
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las denuncias, en 2013 tuvo lugar el célebre juicio por genocidio contra Efraín 
Ríos Montt al que se sumó la movilización de más de 100 testigos (Vanthuyne 
& Falla, 2016). 

Emergencia y sentidos de justicia 

La AJR se constituyó formalmente el 3 de mayo del 2000 por sobrevivientes de 
nueve comunidades indígenas donde el ejército realizó masacres en los años más 
álgidos del CAI. El mismo año se constituyó como querellante adhesiva4 y un 
año después se unieron al proyecto víctimas de once comunidades más (Seils, 
2002, p. 50). Sus objetivos rectores consisten en dar a conocer públicamente los 
hechos de violencia, acompañar los procesos de exhumación para encontrar a las 
personas desaparecidas, dar un entierro digno a los fallecidos y obtener justicia. 
Algunos de sus fundadores habían participado en organizaciones de refugiados 
y retornados y en exhumaciones y procesos judiciales previos. Esta experiencia 
y los contactos con activistas de ONG de derechos humanos nacionales e inter-
nacionales fueron claves en su fundación y desempeño posterior (entrevista a A. 
Roldán, 2014). 
 El trabajo de la asociación se concentra en comunidades ubicadas en cinco 
regiones (Huehuetenango, Ixcán, Ixil, Rabinal y Chimaltenango) donde reside 
población indígena ixil, chuj, mam, kanjobal, kakchiquel, achi’, kiche’ y 
q’eqchi’. Hacia 2015 la Asociación contaba con 113 personas titulares (Funde-
base/Diakonia 2015). Para 2023 su estructura organizacional constaba de una 
junta directiva integrada por miembros de cada región, que cambia cada dos 
años, y de una asamblea nacional que integra a todos los titulares. Su estructura 
cuenta con técnicos regionales, una comisión de apoyo y comités locales, y los 
asociados pagan 10 quetzales anuales (U$1.29). 
 El surgimiento de la organización implicó un proceso de articulación y ne-
gociación en torno al compromiso de sancionar por la vía penal a los máximos 
responsables de las prácticas genocidas y participar como testigos. Para ello fue 
necesario un proceso de reconocimiento de vivencias compartidas y la produc-
ción de significados comunes de justicia. Edmundo Cano, uno de los fundadores 
de AJR, resume los tres puntos que fundamentan su accionar: “hacer valer las 
leyes”, “dignificar a nuestras víctimas” y, evidenciar la “continuidad histórica 
de violencia y explotación” que los llama a “[…] hacer algo para detenerlo” (en-
trevista a E. Cano, 2016). 
 En el ámbito de la justicia de posguerra los miembros de la AJR han adoptado 
las concepciones liberales de derechos, haciendo suyas las aspiraciones de for-
talecer el Estado de derecho y garantizar la “no repetición” de atrocidades, y 
centrando buena parte de sus energías en sancionar crímenes de trascendencia 
internacional. Además, sostienen propósitos que van más allá del ámbito jurídico 
y que cuestionan las reglas de la globalización neoliberal. Entre tales propósitos 
se encuentra la aspiración de cambiar las condiciones materiales de los sobrevi-
vientes, la reconstrucción de la memoria colectiva con miras a la reconfiguración 
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de su identidad cultural trastocada por la violencia contrainsurgente y al fortale-
cimiento de la comunidad misma como marco organizativo. Por tanto, incluye 
demandas políticas que confieren un sentido más amplio a la participación en 
procesos de JT. 
 En el área ixil, por ejemplo, el proceso organizativo de la AJR se ha comple-
mentado desde 2003 con un trabajo de validación colectiva y precisión de infor-
mación recopilada en los testimonios sobre las masacres genocidas (IRMH, 
2013) y con la reconstrucción de la historia de los territorios que actualmente 
son objeto de intereses extractivistas. Tal iniciativa demuestra las convicciones 
de los integrantes de la Asociación respecto a la inseparabilidad entre temas de 
memoria y justicia por crímenes del pasado con problemáticas contemporáneas. 
En el caso de la finca San Francisco, Huehuetenango, se han desarrollado talleres 
de memoria dirigidos a transmitir a los niños y jóvenes las vivencias de sus pa-
dres y abuelos en el CAI (entrevista a J. Raymundo, 2023). La construcción de 
representaciones colectivas sobre los años más álgidos de la contrainsurgencia 
constituye una fuente de cohesión interna para el grupo y cumple una función 
pragmática, toda vez que las narrativas comunes de la violencia son centrales 
para los juicios.  
 La participación en la judicialización de crímenes del pasado es indisociable 
de la construcción de sentidos de justicia “transformadora”. En entrevistas gru-
pales, los asociados han resaltado la necesidad de cambiar el sistema de opre-
sión, la escasez de recursos y la explotación de la que han sido objeto, por lo que 
los mecanismos de la JT representan sólo una dimensión de sus exigencias de 
cambio social. Para Aguilar (entrevista, 2016), los juicios como el realizado con-
tra Ríos Montt no tienen mayor sentido si la vida cotidiana sigue amenazada. En 
este marco se comprende la participación de varios integrantes y ex integrantes 
de la AJR en movimientos comunitarios de resistencia a proyectos mineros e 
hidroeléctricos, y/o en procesos de apoyo a líderes comunitarios que han sido 
criminalizados por participar en éstos. Incluso varios asociados han exigido que 
la organización asuma esta problemática (entrevista grupal con junta directiva 
de AJR, 2014).  
 La siguiente declaración de Roldán, ex presidente de la junta directiva de la 
AJR, ilustra la concepción amplia de justicia que maneja el grupo:  

La justicia lo abarca casi todo, como cambiar la forma de vida, lograr un buen 
vivir desde las comunidades, cambiar un poco el sistema de opresión que 
hemos vivido. También lo estamos enfrentando […] deseamos un buen vivir 
y eso nos refleja un reto más desde nuestros territorios […] la defensa de 
nuestra riqueza, que también se la han robado. Entonces estamos resistiendo 
desde nuestras comunidades, estamos involucrados en luchas sociales. Eso 
nos va a llevar un proceso largo de lucha contra el capitalismo y neolibera-
lismo […] no es fácil, pero la lucha de nuestras comunidades es un reto, no 
nos hemos quedado ahí nomás (entrevista a A. Roldán, 2014). 
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Desde la perspectiva de varios asociados, aunque los juicios no transformen ra-
dicalmente su realidad cotidiana significan la posibilidad de ejercer su derecho 
a reclamar tras un largo periodo de silenciamiento, dejar precedentes jurídicos y 
abrir un espacio para decir la verdad, lo que se conecta con la posibilidad de 
hacer cambios en la forma en que se concibe la historia. 

Las intermediaciones en la justicia transicional 

La formación de la AJR es intrigante si se considera que sus miembros pertene-
cen a distintos grupos étnicos, habitan regiones alejadas y arrastran un trauma y 
una desconfianza histórica frente al Estado y el sistema judicial. Un factor deci-
sivo para la conformación y sostenimiento del grupo radica en la estructura de 
soporte a la movilización legal facilitada por una ONG doméstica: el Centro de 
Acción Legal en Derechos (CALDH).5  

El papel de CALDH como organización intermediaria 

En un trabajo clásico sobre cómo las ideas transnacionales se “vernacularizan” 
o adaptan a comunidades locales, Sally Merry (2006) apunta a los intermediarios 
(líderes comunitarios, ONG y movimientos sociales) como traductores de dis-
cursos y prácticas del derecho internacional a situaciones específicas de sufri-
miento y violación (p. 39). El análisis de las formas en que los intermediarios 
trabajan es fundamental para entender cómo los conceptos e instituciones de de-
rechos humanos circulan globalmente y cómo en ciertos contextos se vuelven 
significativos para el activismo local. Complementariamente, la perspectiva de 
la movilización legal atribuye el avance de la aprobación de derechos a la presión 
ejercida desde abajo, lo que no sería posible sin una estructura de soporte com-
puesta por aspectos organizativos, disponibilidad de abogados (experticia) y fi-
nanciamiento (Epp, 1998). Precisamente la intervención de CALDH como in-
termediaria es clave para entender el origen de la AJR, la adopción de un len-
guaje de derechos y el mantenimiento de una estructura necesaria para la bús-
queda de justicia penal – respaldo económico, asesoría legal y organizativa – en 
un contexto marcado por la escasez de recursos y el escepticismo hacia los tri-
bunales. 
 CALDH fue fundada en 1989 en Washington por el abogado en el exilio 
Frank La Rue. Entre sus objetivos se encuentra la judicialización de casos del 
CAI, el impulso de proyectos de memoria y el acompañamiento a resistencias 
colectivas. En 1994, ya instalada en la Ciudad de Guatemala, fue pionera en el 
litigio estratégico ante el sistema interamericano y fungió como querellante en 
casos emblemáticos. Desde entonces y con miras a la construcción de un macro-
caso legal por genocidio, CALDH sostuvo reuniones con comunidades de dis-
tintas regiones que sufrieron masacres. De acuerdo con La Rue (entrevista, 2014) 
en muchas ocasiones la información que tenían algunas víctimas se limitaba a lo 
que cada una había sufrido de forma individual, o, a lo que había pasado en su 
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propia localidad. Por ello, estos encuentros funcionaron como un mecanismo de 
unificación, reconocimiento y solidaridad entre personas que antes estaban des-
vinculadas entre sí. 
 De acuerdo con Paul Seils, director de CALDH entre 1997 y 2001, durante 
seis años esta organización discutió con más de setenta comunidades sobre las 
ventajas y riesgos de impulsar procesos judiciales. Desde el inicio, algunas co-
munidades tuvieron claro que no querían involucrarse y otras llegaron a la misma 
conclusión poco después. Cuarenta argumentaron miedo a confrontar al Estado, 
y cinco más indicaron que la vía judicial no era la que deseaban seguir para lidiar 
con el pasado. Otras cinco no pudieron incorporarse porque sus casos no cum-
plían con los criterios legales para presentarlos en los tribunales (Seils, 2002, p. 
51). Las decisiones de involucramiento variaron según las regiones. Por ejemplo, 
en 2001 CALDH instaló una oficina en el municipio de Rabinal donde los habi-
tantes informaban sobre las masacres y la organización asesoraba el proceso para 
realizar las denuncias. Como resultado, seis comunidades se integraron al grupo 
de AJR de esa región y optaron por apoyar la búsqueda de justicia, mientras que 
el resto no lo hizo por temor a ser asesinados por las Patrullas de Autodefensa 
Civil y el ejército (Fundebase/Diakonía, 2015). CALDH introdujo los principios 
convencionales de la JT e impulsó cursos de formación en historia, identidad y 
derechos de los pueblos indígenas. Durante el largo proceso legal por genocidio 
que llegó a juicio oral en 2013, la organización se encargó de tomar testimonios, 
buscar documentación, proveer asistencia técnica a los fiscales y buscar apoyo 
psicosocial para las víctimas (Brett, 2016; Vanthuyne & Falla, 2016).  
 Las entrevistas realizadas a integrantes y ex integrantes de la AJR revelan 
una clara identificación con los valores y el lenguaje convencional de la JT, así 
como una percepción positiva del trabajo de acompañamiento realizado por 
CALDH. Desde su punto de vista, la asesoría por parte de expertos del derecho 
es necesaria pues la mayoría tiene un manejo limitado del español y no cuenta 
con estudios básicos ni universitarios. Si en los inicios de su actividad organiza-
tiva no tenían claridad acerca de cómo se llevaban a cabo los procedimientos 
judiciales ni el acto de testificar, ahora se sienten con mayor habilidad y seguri-
dad en la arena pública y judicial, además de que se muestran capacitados para 
definir nuevas iniciativas de responsabilización.  

El papel de la cooperación internacional 

Durante la posguerra guatemalteca han fluido enormes cantidades de recursos 
financieros y técnicos hacia el Estado y las organizaciones sociales. Muchas or-
ganizaciones indígenas y de derechos humanos se transformaron en ONG, pues 
la adquisición de personería jurídica les facilitaba la gestión de fondos interna-
cionales. Este fenómeno, conocido coloquialmente como “oenegeización” (Re-
yes, 2013, p. 325) apareja aspectos positivos y negativos. Entre los primeros, 
destacan la materialización de proyectos de diversa índole, la visibilización y 
legitimación frente al Estado de sectores excluidos – como los pueblos indígenas 
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–, la profesionalización de dirigentes sociales y su vinculación a redes de dere-
chos humanos nacionales e internacionales. En cuanto a los segundos, destaca la 
pérdida de autonomía ideológica, la inestabilidad de las agendas temáticas, la 
dependencia de los recursos externos, la competencia entre organizaciones por 
el acceso a financiamiento, la desvinculación con las bases y el abandono del 
trabajo voluntario (Bastos, Hernández & Méndez, 2008; Bastos & Brett, 2010; 
Reyes & Del Valle, 2013, p. 325).  
 Desde la década de 1990, gran parte de los proyectos de derechos humanos 
y de JT realizados en Guatemala han sido ejecutados por ONG o guiadas por 
ellas. El campo de la JT facilitó la construcción y mantenimiento de estructuras 
de apoyo para la movilización legal con fondos para la paz, una mayor presencia 
de actores expertos en litigio, agencias y países donantes interesados en temas 
de Estado de derecho. Diversas instituciones promovieron reformas legales (Sie-
der, 2003), apoyos para promotores de derechos de las víctimas y transferencia 
de capacidades para la investigación de redes criminales – como mostró la Co-
misión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG) (Gavigan, 
2016). Tales medidas propiciaron un escenario judicial proclive a la responsabi-
lización penal.  
 El caso de AJR ejemplifica varios de estos procesos, pues los recursos exter-
nos han sido fundamentales para la ejecución de proyectos productivos, el pago 
de los técnicos que imparten talleres, la organización de encuentros entre sus 
integrantes y el traslado de testigos a los juzgados y a las exhumaciones (entre-
vista a J. Suasnávar 2022; entrevista a J. Calán 2023, entrevista grupal a miem-
bros de AJR, 2014). Vanthuyne (2007, 2015) califica como clientelares las rela-
ciones establecidas entre los financistas, las ONG y los sobrevivientes que bus-
can justicia por genocidio. Sin embargo, como señala la autora, este fenómeno 
habla más de la situación de marginalidad y pobreza de los sobrevivientes que 
de una carencia de agencia y de estrategia. 
 Ahora bien, desde hace cerca de una década se han reducido los fondos de 
cooperación internacional, situación vinculada al cumplimiento parcial de la 
agenda de la paz pasados casi treinta años desde que finalizó el CAI y al redi-
reccionamiento de la agenda de la cooperación hacia otros países en conflicto. 
A ello se sumó, en los últimos años, un panorama de agresiones hacia organis-
mos cooperantes (particularmente nórdicos) y nuevos controles gubernamenta-
les sobre las ONG (Ley de ONG, Decreto 4-2020). Dicha situación supone la 
desestabilización de las estructuras de apoyo a la movilización de organizaciones 
que trabajan en procesos de JT.  
 Para la AJR, esta problemática se hizo más evidente en una asamblea reali-
zada en septiembre de 2023, cuando uno de sus principales donantes les anunció 
que dejaría de financiarlos a finales de ese año. Algunos asociados se mostraron 
decepcionados y expresaron que resultaría sumamente difícil continuar con su 
trabajo. La situación ilustra cómo la dependencia de actores externos y la falta 
de continuidad de las agendas y fondos internacionales produce perplejidad y 
pérdida de horizontes en los actores locales. Pero incluso ante un cierre drástico 
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de la cooperación queda pendiente calibrar otras alternativas para el sosteni-
miento de la AJR: nuevos acuerdos internos y la construcción de alianzas estra-
tégicas, otras formas de acceso a recursos y la posible adhesión de nuevos recla-
mantes de derechos. 

Desafíos de la justicia transicional en lo local 

Para la mayoría de las víctimas de políticas genocidas el involucramiento en 
causas judiciales contra perpetradores significa asumir complejos desafíos per-
sonales y colectivos. Los integrantes de la AJR requieren recursos y tiempo que 
les son escasos. Para Juan Raymundo, miembro de la junta directiva (2023), 
asistir a las asambleas de la Asociación en la capital constituye un sacrificio por-
que tiene que cubrir una parte de los gastos y, además, perder una semana de 
trabajo, pues sólo en el trayecto se demora dos días. En el caso de las mujeres se 
suma el reto de vencer la lógica patriarcal dominante en sus familias y comuni-
dades. En gran parte de los poblados indígenas existe una marcada división se-
xual del trabajo que tiende a mantener a las mujeres en el espacio doméstico y a 
limitar su participación en el espacio público y en organizaciones comunitarias. 
Dicha estructura promueve el control de las mujeres por parte de sus padres, 
esposos e hijos y muchas veces legitima la violencia en su contra (Chirix, 2006). 
 Las mujeres indígenas que trabajan en procesos de JT han quebrado varios 
de estos patrones (Chirix, 2008; Fulchiron, Paz, López, et. al. 2009, pp. 308-310, 
366) pero frecuentemente son cuestionadas por sus comunidades y familiares 
(Fulchiron et. al. 2009, pp. 70, 407). En el caso de AJR, varias asociadas men-
cionaron que sus esposos e hijos les han solicitado abandonar su trabajo en la 
organización porque les aleja de sus responsabilidades en el hogar. Ana López, 
integrante de la junta directiva, expuso que su participación en la ARJ y como 
testigo del juicio contra Ríos Montt devino en un proceso de divorcio, luego de 
que su esposo la celara y agrediera argumentando que se ausentaba continua-
mente y se reunía constantemente con hombres. Pese a ello, Ana y otras mujeres 
manifiestan su compromiso de continuar en la AJR, donde son aún minoría.  
 Un desafío adicional para los líderes de la Asociación es establecer puentes 
entre las directrices convencionales de la justicia penal transicional y la diversi-
dad de visiones y normativas de justicia entre las familias y comunidades con 
las que trabajan. Se trata de dialogar con una gran variedad de ideas religiosas, 
políticas y culturales, así como de trabajar con distintas comunidades lingüísti-
cas. Muchos sobrevivientes no están interesados en perseguir penalmente a los 
altos mandos militares, pero sí a los perpetradores locales que comúnmente han 
mantenido posiciones de poder en sus comunidades (entrevista a J. Calán, 2022). 
Otros sobrevivientes, influidos por su religión católica y evangélica, apoyan la 
realización de procesos de memoria, pero no están de acuerdo con iniciar causas 
penales, ya que se identifican con la idea de justicia divina, según la cual Dios 
ya ha castigado o castigará a los perpetradores en algún momento.6  
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 A estas discordancias se agregan las diferencias entre los preceptos de la JT 
y los sistemas normativos y ontologías indígenas. Tal es el caso de lo sucedido 
en el juicio por genocidio. Al respecto, García (2019) demuestra que los profun-
dos problemas registrados entre los testigos ixiles y los abogados, jueces y ob-
servadores no ixiles no se debieron a errores en el trabajo de traducción de los 
intérpretes ixiles, sino a las diferentes formas de interpretar lo sucedido en el 
CAI así como de comprender el sentido del juicio y la forma apropiada de testi-
ficar. Aunque la corte intentó flexibilizar sus reglas para comprender lo que de-
cían los testigos, se perdió el sentido de su discurso para satisfacer los requeri-
mientos del testimonio legal. Como señala la autora, dicha problemática supone 
un reto no solo para el sistema de justicia sino también para el activismo que 
apoya los procesos de JT.  
 A su vez, Viaene (2013) argumenta que en el área q’eqchi’, a diferencia de 
la achi’, hay una ausencia de demanda de JT que se debe al hecho de que su 
sistema normativo de justicia no depende de la voluntad humana sino de la lógica 
interna del cosmos. Sin embargo, es necesario relativizar esta afirmación ya que 
uno de los juicios más emblemáticos de JT en Guatemala fue protagonizado por 
15 mujeres q´eqchi’ que sufrieron violencia sexual por parte del ejército. Este 
caso, conocido como Sepur Zarco, concluyó con la condena de dos exmilitares 
por delitos de lesa humanidad.7 En este sentido, la disposición a recurrir a la 
justicia penal de parte de sobrevivientes indígenas no está guiada exclusiva-
mente por sus ontologías y normativas culturales sino también por los distintos 
capitales sociales y políticos con los que cuentan, incluyendo sus vínculos con 
actores nacionales e internacionales.  
 Finalmente, un problema central manifestado por miembros de la AJR es el 
relevo generacional dentro de la organización, al exponer que no lo han logrado 
porque sus hijos y nietos prefieren concentrarse en trabajar como asalariados o 
migrar hacia Estados Unidos. Algunas investigaciones muestran evidencia del 
desinterés o indiferencia de las nuevas generaciones por involucrarse en proce-
sos de JT como resultado del trauma vivido (Méndez, 2022) o como consecuen-
cia de la confusión que les provocan las distintas versiones sobre lo que sucedió 
en el CAI y que no necesariamente coinciden con el relato simplista de víctimas 
y victimarios (Olson, 2016).  

Entre avances y regresiones  

Desde 1993 hasta el presente se han realizado alrededor de treinta juicios rela-
cionados con el CAI y en estos han sido condenados unos ochenta militares, 
patrulleros y policías de distintos rangos (Benítez-Jimenez, 2022a, p. 51-52). 
Este es un número muy bajo si se consideran las enormes dimensiones que cobró 
la violencia en Guatemala, pero es comprensible en un contexto donde el pro-
medio de duración de las investigaciones judiciales es de más de treinta años 
(Impunity Watch, 2018, p. 62). Luego de un periodo relativamente abierto para 
la judicialización de crímenes pasados entre 2009 y 2018, las condiciones 
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sociopolíticas para la movilización de las organizaciones de víctimas se volvie-
ron más adversas, y los miembros de la AJR están conscientes de ello. 
 El juicio por genocidio y las investigaciones de redes de corrupción realiza-
das por la CICIG detonaron una contramovilización inédita por parte de un sec-
tor de las élites políticas, económicas y militares (Benítez-Jiménez, 2022b) que 
llevó a la expulsión de la Comisión en 2019 (Bowen, 2022) y profundizó el des-
mantelamiento de estructuras investigativas, al igual que la persecución de fun-
cionarios que investigaron casos de corrupción y derechos humanos. Más de 
treinta operadores de justicia independientes fueron despedidos o forzados a re-
nunciar como consecuencia de procesos de criminalización (Wola & Fundación 
Mack 2020; Impunity Watch, 2021; Maldonado, 2022). Simultáneamente, las 
redes en favor de la impunidad – salvo casos concretos – suelen tener control 
sobre los procesos de elección de jueces, magistrados y fiscal general del Minis-
terio Público, lo que se conoce como “cooptación del sistema de justicia”. De 
acuerdo con Garay y Salcedo-Albarán (2008) la cooptación es una forma com-
pleja de captura del Estado por parte de grupos de interés que implica la interfe-
rencia o suplantación de una o varias de sus ramas a través de estrategias de 
mediano y largo plazo que incluyen acciones legítimas, ilegítimas, legales e ile-
gales. Los objetivos de la cooptación son obtener poder y legitimidad o lograr 
impunidad. En un escenario de posguerra signado por la criminalización de los 
activistas de derechos humanos,8 algunos miembros de la AJR expresaron miedo 
a ser blanco de la represión estatal. Queda por rastrear si el viraje hacia el go-
bierno progresista de Bernardo Arévalo promoverá cambios en el espacio de 
operación de las organizaciones de víctimas. 
 Paralelamente, el juzgamiento de atrocidades evidencia una carrera contra el 
tiempo, ya que tanto las víctimas como los perpetradores están envejeciendo, 
mientras que la cooperación internacional organiza su retiro y la cooptación del 
sistema de justicia los somete a una espera judicial indefinida. Tales condiciones 
han provocado emociones de desesperanza, frustración y cansancio en muchos 
asociados, sin embargo, el sentido de larga duración de los pueblos mayas parece 
inyectar paciencia y perspectiva a largo plazo. Un ex integrante de la AJR lo 
expresa de la siguiente manera: “hay que dejar un precedente en la historia, en 
lo jurídico. No estoy seguro si se garantiza el futuro, pero quedan precedentes 
por si alguien más lo hace después”. Hasta 2023 la organización continúa invo-
lucrada como querellante adhesiva en dos procesos por genocidio contra el pue-
blo ixil, el primero contra los militares retirados Benedicto Lucas García y Ma-
nuel Callejas y Callejas y el segundo contra el general Luis Enrique Mendoza.  

Conclusiones 

En este trabajo abordamos la experiencia de una organización que tras un largo 
periodo de silenciamiento irrumpió impulsando procesos judiciales por genoci-
dio en un contexto de severa cooptación del sistema de justicia. Su excepcional 
trayectoria de más de dos décadas de arduo trabajo colectivo ha sido poco 
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documentada pese a su relevancia para comprender los procesos de JT en con-
textos indígenas y para entender los impactos de la judicialización del crimen de 
genocidio en Guatemala. Al analizar el caso de la AJR buscamos empujar una 
agenda de investigación sobre las acciones colectivas y las construcciones de 
sentido que explican la adhesión o rechazo a procesos de JT en contextos comu-
nitarios. En particular, nos interesa comprender las limitaciones, los retos y las 
tensiones experimentadas por las organizaciones de sobrevivientes en contextos 
posconflicto signados por la desigualdad económica, escenarios políticos regre-
sivos y diferencias culturales profundas. 
 La promoción de causas enmarcadas en la JT no suele ser una tarea sencilla. 
Para los miembros de AJR ha implicado interiorizar ideas y prácticas de dere-
chos humanos que desconocían y transmitirlas a otros afectados por la violencia; 
también ha supuesto un complejo trabajo de integración de hombres y mujeres 
sobrevivientes de distintas regiones y grupos lingüísticos con distintas concep-
ciones de justicia, y que frecuentemente atraviesan dificultades para participar 
en organizaciones a causa de los roles asignados en sus comunidades por moti-
vos de género o situación generacional. Adicionalmente, el papel de los actores 
intermediarios (ONG domésticas e internacionales) ha sido clave en la provisión 
de soporte a la movilización pro-justicia por medio de asesorías, documentación 
de masacres, cursos formativos y financiamiento. Pero la convergencia entre di-
námicas globales-locales revela relaciones de dependencia y contradicciones en-
tre las lógicas universalistas de la JT y las concepciones de justicia indígenas 
que trascienden los marcos del derecho internacional y plantean aspiraciones e 
ideas de transformación sociopolítica más amplia. Pese a las tensiones y retos, 
permanece la disposición de los integrantes de la AJR a continuar impulsando 
procesos de JT tanto desde como más allá de los marcos convencionales. Su 
movilización muestra la posibilidad de establecer alianzas en torno al objetivo 
estratégico de posicionar públicamente, a nivel nacional e internacional, la idea 
de que en Guatemala se cometió genocidio.  
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Notas  

1  Aunque Ríos Montt fue condenado a ochenta años de prisión, la sentencia fue retrotraída 
por la Corte de Constitucionalidad alegando fallas procesales. El juicio se repitió en 2016 
pero el acusado fue declarado mentalmente incapaz y murió en 2018 sin ser condenado. 
El general Mauricio Rodríguez Sánchez, procesado en el mismo caso, fue absuelto de los 
mismos cargos.  

2  De las víctimas el 83 por ciento eran mayas y el 17 restante mestizas. El 93 por ciento de 
las violaciones de derechos humanos fueron cometidas por fuerzas estatales y grupos pa-
ramilitares. 

3  La primera acción judicial de este tipo fue interpuesta en 1996 ante la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos por la Masacre de Plan de Sánchez, Rabinal, Baja Verapaz, 
ejecutada en 1982 por miembros del ejército y colaboradores civiles. La segunda fue la 
demanda por genocidio interpuesta por la Fundación Rigoberta Menchú ante la Audiencia 
Nacional de España en 1999 (Amnistía Internacional, 2002). 

4  Querellante adhesivo es la persona o asociación agraviada por un delito que interviene en 
el proceso ya sea provocando la persecución penal o adhiriéndose a la iniciada por el 
Ministerio Público. 

5  También ha sido importante la intervención de otras ONG locales como la Fundación para 
el Desarrollo y el Fortalecimiento de las Organizaciones de Base (FUNDEBASE) y el 
Bufete Jurídico de Derechos Humanos, así como ONG de Noruega, Irlanda y Suecia, entre 
las que destacanTrocaire y Diakonia.   

6  Véase Fulchiron, Paz, López, et al. (2009, p. 409) y Paniagua (2012, p. 17).  
7  UNAMG, Caso Sepur Zarco. En línea: https://unamg.org/caso-sepur-zarco Consultado el 

10 de noviembre de 2023. 
8  En 2021 Naciones Unidos tuvo conocimiento de más de 800 agresiones contra defensores 

de derechos humanos, de las cuales documentó 103 (OACNUDH, 2022, p. 13-14). 
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